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volver al inicio
La construcción de la estatalidad y las Plataformas Asociativas en materia de juventud. Participación y asociacionismo ¿Modos de alcanzar la equidad?

Apuntes iniciales.

La crisis de fines de 2001 e inicios de 2002, produjo en nuestro país la mayor crisis económico-social y político-institucional del último siglo. Las consecuencias inmediatas de aquella se vieron reflejadas en el aumento de los índices de pobreza e indigencia, el cierre de pequeñas y medianas empresas sin respaldo para afrontar el colapso de la cadena de pagos y la pérdida de poder adquisitivo del salario, entre otras. Las consecuencias mediatas aún deben ser conveniente analizadas y dimensionadas.

En el discurso político acuñado al calor de la recuperación iniciada durante el mismo 2002 estaban presentes expresiones que aludían al “rebote” o “el veranito” que habría estado atravesando el país durante ese año y el siguiente. El crecimiento del PBI que tuvo lugar entre el tercer trimestre de 2002 y el presente, del orden del 8.2% anual promedio, obligó a pensar en explicaciones alternativas.

No puede ignorarse que el escenario internacional post 11 de Septiembre ha sido particularmente beneficioso para nuestro país: la combinación de una tasa de cambio 1 a 3 respecto del dólar y la sostenida demanda de productos primarios que el país exporta generan aumentos en la recaudación que se traducen en un fuerte superávit fiscal primario
 y en superávit comercial. 

La renegociación de la deuda externa pública; la disminución de la pobreza, la indigencia y el desempleo abierto; la caída de las concesiones (posterior re-estatización) de empresas de servicios privatizadas durante la última década del siglo pasado; los acuerdos de precios; son todos ellos argumentos esgrimidos en favor de a) una recuperación en los niveles de centralidad del Estado en la vida social; b) centralidad posible en tanto recuperación y/o desarrollo de (nuevas) capacidades. 

Determinar cuánto de aquello se debe sólo a la recuperación económica, y cuánto a las decisiones tomadas por los gobiernos post-diciembre de 2001 (fundamentalmente por el actual gobierno) no es objeto de este trabajo. Excede a este trabajo también dimensionar el nivel de recuperación de capacidades en desuso y el nivel de desarrollo de nuevas capacidades que hacen posible la recuperación de una centralidad del Estado que en términos relativos no se discute (y uno se siente tentado a extender dicha recuperación de centralidad a la política y lo político en un sentido más amplio, que a priori sonaría contra intuitiva a la luz del “Que se vayan todos”). 

Esta introducción sí permite hacer un señalamiento que estimo pertinente. Sin discutir aquí que el proceso de recuperación de mayores niveles de centralidad estatal a partir de unas determinadas capacidades (sean éstas recuperadas o nuevas) está relacionado con la voluntad política del actual gobierno, sí resulta difícil asimilarlo a un proceso de construcción del Estado
. Las implicancias teórico-prácticas (amén de las esencialmente políticas) que se desprenden de aceptar una formulación semejante para el análisis de las formas de intervención del Estado en la vida social, y las formas en que se relaciona con otros estados, obligan a realizar esta consideración. 

Lo cierto es que las formas concretas de intervención estatal deben ser abordadas desde un esquema conceptual que no puede obviar una dimensión histórica, que recupere las sucesivas tomas de posición del Estado y las tomas de posición de los actores políticos y sociales involucrados en torno a una cuestión socialmente problematizada (OSZLAK Y O’DONNEL, 1976). Esa dimensión es minimizada en su potencial explicativo por apelación a caracteres pretendidamente fundacionales de una o más iniciativas políticas. 

Un esquema conceptual adecuado para abordar el tema que nos ocupa es el del ciclo de Políticas Públicas (DIAZ, 1998). En concreto, ese tema es la participación de las y los jóvenes en la construcción de una política pública integral de juventud; tema que interpela fuertemente (y es interpelado por) estudios relativamente recientes sobre Gestión de políticas. Me refiero aquí a estudios que problematizan participación
 y la intersectorialidad
 y su relación con el ciclo de políticas públicas.  

Por cuestiones de espacio me concentraré en esta ponencia en: 

a) Reseñar brevemente la evolución del tejido asociativo juvenil y de la participación de las organizaciones de juventud en nuestro país, definiendo oportunamente el concepto de Plataforma Asociativa de Juventud; 

b) Caracterizar las políticas públicas de Juventud desde la recuperación de la Democracia hasta nuestros días; 

c) Describir tensiones propias de la relación Estado – Plataformas Asociativas de Juventud, y delinear alternativas factibles para la institucionalización de la participación de los / las jóvenes en la construcción de una política pública integral de Juventud.

Las problematizaciones que siguen, su tratamiento y las recomendaciones que surgen recuperan lo trabajado en el marco del estudio “Estudio-diagnóstico sobre asociacionismo en materia de juventud en Argentina, Chile, Paraguay y Uruguay”, que el Grupo P&G realizara para la Organización Iberoamericana de la Juventud en 2006. De allí que en ocasiones utilice la primera persona del plural.

Asociacionismo y participación de la Juventud en la Argentina reciente

Por asociacionismo entendemos el universo diverso y heterogéneo de asociaciones, organizaciones, instituciones, grupos, colectivos, etc.; propias del ámbito de la sociedad civil que interpelan o se orientan a lo público, y que usualmente adoptan diversas denominaciones tales como: de carácter público no estatal, del tercer sector, no lucrativas o sin fines de lucro. 

De ese  universo complejo, interesa aquí una de sus dimensiones analíticas centrales, que es la participación. Pretendo reseñar la dinámica asociacionismo-participación, entendiendo por ella a) la forma en que las organizaciones, grupos, colectivos, etc. propios de la sociedad civil se relacionan con sus propios miembros, y a su vez entre sí; y b) la forma en que esas mismas asociaciones, grupos, colectivos se relacionan con el Estado.

En Argentina podrían analizarse cuatro períodos históricos, que caracterizaron en gran parte las instancias y modalidades de participación. La década de mediados de los ‘60-‘70 fue una década de fuerte movilización y participación política (partidaria, gremial, estudiantil) y en movimientos culturales diversos. Señala S. Balardini (2005) que “…se desarrolla un vigoroso movimiento juvenil en los ‘60 y ‘70, influido por la situación política mundial: desde la explosión de las revueltas estudiantiles (Berkeley, Tokio, Roma, Berlín, el Mayo francés y otros) hasta los movimientos revolucionarios y de liberación nacional”.

La década que va desde mediados de los ‘70-‘80, se encuentra signada por el ocultamiento de las manifestaciones participativas, la dictadura militar “prácticamente enterró (literalmente, en muchísimos casos) todas las experiencias de participación juvenil. De hecho, según el Informe elaborado por la CO.NA.DEP., la casi totalidad de los detenidos - desaparecidos eran menores de 35 años. Asimismo, la constante prédica sobre los jóvenes “sospechosos” de “andar en algo raro”, efectuada por la dictadura, contribuye a asociar juventud con peligro (de subversión, de delito, y más recientemente de drogas), lo que tiene su peso a la hora de ser identificado como un “problema” a resolver y del que es necesario ocuparse”. (BALARDINI Y HERMO, 1995)

La década que va desde mediados de los ‘80-‘90, comienza de forma auspiciosa. Al impulso de la recuperación de la democracia y de los derechos civiles y políticos en lo particular debería sumarse el impacto varias veces mencionado del Año Internacional de la Juventud (que se tradujo también en un Primer Encuentro Nacional de ONG.’s de Juventud). “Con el fin del gobierno militar, derrota de la guerra de Malvinas (1982) mediante, la primavera democrática (1983) vuelve a producir una avalancha de participación juvenil, principalmente (aunque no sólo) en los partidos. Este reverdecer participativo, cumple un importante papel a la hora de ser incorporadas como cuestión pública las temáticas de los jóvenes; dado que la óptica desde la cual este proceso se realiza introduce elementos de valorización del accionar de los jóvenes.” (BALARDINI, 2005) Luego irá transformándose, bajo uno de los cristales posibles con que puede ser observada, dando lugar a una desmovilización creciente a medida que el gobierno nacional no lograba algunos objetivos propuestos, cedía terrenos difíciles de aceptar, y se sumergía en una crisis política primero, económica después, que traería profundas consecuencias económicas, sociales, institucionales. Balardini afirma que “En paralelo a este proceso de institucionalización, hacia fines del primer período constitucional de esta nueva etapa democrática (1988), se produce un importante reflujo de la participación política, lo que se expresa en un alto grado de desmovilización.” (BALARDINI, 2005).

La segunda mitad de esa década, datos ciertos sobre participación juvenil indican que: “Descontados, entonces, los clubes, se observa que las asociaciones en que más participan los jóvenes son las “clásicas”: iglesias (7%), asociaciones barriales de fomento (6%), centros de estudiantes (4%), y partidos políticos (4%); en las que se da un alto grado de compromiso con los problemas públicos. Los únicos ausentes en la lista son los sindicatos, a los que sólo están afiliados el 2% de los jóvenes. Es necesario recordar que estos valores remiten a la totalidad de la población de 14 a 29 años, lo que incluye una elevada proporción de no trabajadores. Por otra parte, los resultados de nuestro estudio nos hablan de una fuerte incidencia del “trabajo negro” entre los jóvenes (cerca del 50%), lo que obviamente resiente la posibilidad de sindicalizarse. Lo que hay que destacar especialmente es que, sin contar los socios de clubes deportivos, pese a la creencia generalizada de que los jóvenes no participan, si se suman todos los que participan en alguna de las asociaciones en cuestión, se observa que casi un cuarto de la población juvenil está asociada a alguna de ellas, con algún grado de incidencia en las mismas. En este panorama, lo que resalta es que la participación parece ser patrimonio de un no tan reducido sector de jóvenes como a veces se supone.” (BALARDINI Y HERMO, 1995) Quienes estudian, continúa el trabajo, participan más que los que no; los hombres participan más que las mujeres. La década de los ‘90 en su conjunto, fue la década de la desmovilización que en la población joven fue particularmente destacada por algunos observadores; desmovilización que era asociada a una imagen de “juventud funcional”, supuestamente “aburguesada” en un contexto de recuperación económica. 

Otros analistas abordaron el fenómeno tratando de dar cuenta en primer lugar de que la política (y la movilización y/o participación política) ya no era comprendida como la vía del cambio social revolucionario; y en segundo lugar, que la participación juvenil había adquirido nuevas características, adoptaba nuevas modalidades, y se daba en nuevos espacios que la hacían, para quien observara con patrones tradicionales, “invisible” y fácilmente confundible “falta o merma de participación” de los sectores jóvenes. “Pero, si en la década del noventa, resulta difícil integrar a los jóvenes en estructuras políticas tradicionales, esto no significa que estuvieran confinados a la vida privada con total desinterés por lo público. Hay constancia de que en este período emergieron nuevos espacios de reunión y acción social de los jóvenes, algunos de los cuales tienen una finalidad política concreta y, otros, solamente expresiva. En todo caso, la modalidad de articulación y compromiso es diferente a las de las décadas anteriores. No es que los jóvenes hayan cambiado. El mundo ha cambiado. Por tanto, ciertas comparaciones, pueden resultar odiosas, y en todo caso, no pertinentes.” (BALARDINI, 2005) 

Un cuarto período (con dos lustros que podrían distinguirse como en la década anterior) que va desde mediados de los ‘90-‘00, que en su primer mitad continúa con las tendencias relevadas para los años ‘90 en sus comienzos, incorporando una incipiente movilización en todos los niveles de la sociedad, que tendría su cenit en la crisis de la segunda mitad del período (que se incubaba ya desde 1998 ya, con el comienzo de la recesión económica, los signos de agotamiento de la estrategia del endeudamiento público, los cuestionamientos crecientes a la segunda administración menemista, y las tensiones al interior del partido gobernante) y abriría nuevos (o renovados) espacios a la participación de la sociedad toda, y de los jóvenes en particular (movimiento estudiantil, los clubes del canje, el incremento de los niveles de voluntariado, organizaciones de desocupados, piqueteros, etc.).

Intervención estatal y políticas públicas de Juventud 1983-2006

No es casual que en el Cono Sur la creación de los organismos estatales especializados en temas de juventud haya tenido lugar entre mediados de los años ’80 y mediados de los años ’90. La Dirección Nacional de Juventud, DI.NA.JU., es heredera de sucesivos desarrollos institucionales y políticos cuyas huellas llegan hasta 1987, año de creación de la Sub-Secretaría de Juventud (por Decreto 280/87, y dependiente de la Secretaría de Desarrollo Humano y Familia). Sin embargo, el primer antecedente se reconoce en el comité de Coordinación del Año Internacional de la Juventud, creado en 1983 por el decreto 1982/83, sería el encargado de un Plan de medidas, actividades y enlace con la ONU.

El caso argentino es, tal vez, el que más variaciones ha sufrido con el transcurso del tiempo, si se tiene en cuenta su temprana conformación como Sub-Secretaría de Juventud en 1987
 . En 1987  se crea la Dirección Nacional de Juventud, con un rango de Dirección Nacional, Dependiente del Ministerio de Desarrollo y Acción Social. Más allá del derrotero institucional y las diversas dependencias funcionales que determinaron anclajes institucionales distintos, en la actualidad su misión es “Trabajar en la promoción, ejecución y coordinación de acciones destinadas a fortalecer el desarrollo y la participación de los jóvenes desde la perspectiva de la construcción de la ciudadanía juvenil, poniendo énfasis en aquellos más vulnerables” 
 .

Se ha reconocido a lo largo de este trabajo, que la oferta programática de un Estado no se agota en los programas y las acciones que coordina y/o ejecuta el organismo especializado en temas de juventud. No se desconoce, por ende, que el Estado despliega su acción a través de múltiples agencias que tienen políticas, programas, líneas de trabajo orientadas al colectivo juvenil. Ejemplos que en todos los países pueden encontrarse al respecto son los Ministerios de Educación, Salud, y Trabajo. Sólo Chile tiene sistematizada la información de las líneas de acción que cada agencia orienta hacia el mencionado colectivo. 

Entre las líneas de trabajo del organismo (que se desprenden de la información disponible en el sitio oficial
 ) pueden mencionarse como prioritarias el: 

· Programa Incluir: El Programa Nacional de Inclusión Juvenil es un programa de la Dirección Nacional de Juventud que lleva adelante acciones tendientes a incrementar la participación de los jóvenes en procesos que favorezcan el desarrollo de competencias a partir de sus conocimientos y cualidades personales, apuntando a su inserción y permanencia en el mercado laboral y al asociativismo, como herramienta necesaria para generar redes sociales que contribuyan a una participación ciudadana activa en la comunidad. 

· Programa Proyectos Productivos: Con esta línea de acción la DI.NA.JU. apoya los diferentes proyectos que surjan de los jóvenes y que sean canalizados a través de ONG. o municipios. Los emprendimientos pueden ser productivos, comunitarios, laborales o de capacitación, y el apoyo se lleva a cabo a través de subsidios no reintegrables (en la mayoría de los casos) o con materiales o insumos, que pueden ser pequeñas máquinas, herramientas, cursos de capacitaciones o materias primas. 

· Programa Nacional de Derechos y Obligaciones de los jóvenes: El programa está destinado a jóvenes de 15 a 29 años, interesados en capacitarse como agentes de prevención jurídica. Los objetivos de este programa de capacitación son: difundir entre los jóvenes los principales derechos y obligaciones; transmitir de manera práctica y sencilla, los derechos y obligaciones de interés para los jóvenes; su forma de ejercerlos, como y donde efectuar las denuncias correspondientes ante acciones contrarias a la ley; prevenir la realización de acciones delictivas, prácticas abusivas, discriminaciones, abusos, explotación, etc., que puedan tener como víctimas a los jóvenes; producir un cambio de conducta, que lleve a terminar con la “sociedad del abuso fácil”, para construir la sociedad del “respeto mutuo”, en el que cada uno entienda y ejercite aquel principio que dice que: “el derecho de cada uno termina donde comienza el derecho del otro”; fortalecer la cultura del estado de derecho en el que vivimos, haciendo sentir parte importante de este proceso al gran universo que conforman los jóvenes y trabajar conjuntamente con los organismos no gubernamentales que desarrollan tareas vinculadas a la defensa de los derechos, procurando multiplicar las acciones de difusión. 

· Programa Nacional de Líderes Comunitarios: Este programa busca brindar a los jóvenes los conceptos y herramientas de gestión para optimizar el trabajo comunitario que realizan desde sus provincias y municipios, y de esta manera, lograr que las acciones y expresiones de los jóvenes sean valoradas y tenidas en cuenta por todos los sectores de la sociedad. Además, apunta a promover en los jóvenes el desarrollo de habilidades que les permitan realizar el diagnóstico comunitario, reconocer estrategias para el fortalecimiento y desarrollo de las acciones programadas para la intervención y gestionar a través de la planificación de proyectos soluciones que les permitan abordar las distintas problemáticas locales reconocidas como prioritarias.

En la justificación del presupuesto 2006 se hace constar que “En materia de políticas sobre y hacia la juventud, se apoyará la promoción del colectivo juvenil a través de la capacitación, la asistencia a iniciativas juveniles y el fortalecimiento de la sociedad civil y de los organismos provinciales y municipales de juventud, generando espacios participativos que contemplen el involucramiento de los jóvenes.  En tal sentido, se propone satisfacer las necesidades detectadas privilegiando como instancia de trabajo la gestión asociada, es decir, la coordinación entre las instancias gubernamentales nacionales, provinciales y municipales junto a organizaciones de jóvenes y otras de la sociedad civil, constituyendo espacios de expresión de demandas y construcción de respuestas concretas y adecuadas.” 
 

Conviene sí, precisar que este recorrido no ha logrado traducirse en legislación específica en la materia
 . Es esta, vale resaltar, una constante en el Cono Sur. Argentina a partir de la Reforma de 1994 ha incorporado con rango constitucional a los tratados internacionales ratificados por el Congreso de la Nación. La Constitución Nacional y el Código Civil Argentino (incluyendo aquí la Ley 17.711 modificatoria del C.C.A. que establece, entre otros, la mayoría de edad), se complementan con: la ley 15.244 del Consejo Nacional de Protección de Menores, la Ley 20.744 que establece que con autorización de los padres pueden trabajar los menores a partir de los 14 años y la ley 22.278 de Régimen Penal de Minoridad. La nómina constituye (sin que este sea un listado exhaustivo) el grueso del marco normativo que rige sobre la población joven junto a la ley 26.061 de Protección integral de niños, niñas y adolescentes de la República Argentina (que deroga a la Ley 10.903 de Patronato de Menores). A lo dicho debe agregársele que en 2005 Argentina rubricó la Convención Iberoamericana de los Derechos de las/los jóvenes (Convención que, por ejemplo, no fuera firmada por Chile) y se encuentra a la espera de una decisión del Congreso para ser ratificada
 .

En la base de la explicación de las dificultades, limitaciones, etc. que el tejido asociativo de juventud ha encontrado para institucionalizar no sólo el reconocimiento del joven como sujeto de derecho, sino también su participación más allá de determinadas coyunturas específicas, se encuentran algunos elementos que debemos considerar:

· Las visiones o paradigmas desde los cuales “el joven” es reconocido, y su realidad abordada, por parte de los responsables políticos y técnicos del Estado (visiones que van desde “el joven como problema” hasta “el joven como beneficiario-destinatario”). 

· La “transitoriedad” de la condición juvenil, que dificulta fuertemente la consolidación de logros y esfuerzos, afectando no sólo la construcción de fuertes liderazgos sino cuestiones tan elementales como la continuidad o la memoria institucional de la organización en cuestión.

A estos elementos, que claramente no agotan el menú de obturadores “generales” que encuentra no sólo en nuestro país el tejido asociativo de juventud para constituirse en interlocutor válido y permanente del Estado en la construcción de políticas públicas integrales de Juventud, debemos considerar aquellos obturadores / facilitadores particulares de cada situación nacional (algunos ya han sido señalados en el apartado anterior), propios de toda formación social históricamente determinada. 

Esos obturadores / facilitadores (la mayor o menor apertura democrática propia del período a analizar; la influencia positiva o negativa del entorno internacional; características propias de algunas organizaciones de juventud; los liderazgos juveniles; la mayor o menor sensibilidad del Gobierno hacia la cuestión juvenil, etc.) pueden ser retraducidos bajo la forma de tensiones; tensiones que atraviesan la relación del tejido asociativo de juventud con el Estado. El menú se amplía en aquellos casos en que dicho movimiento se encuentra organizado en Plataformas Asociativas Nacionales de Juventud (en adelante PANJ’s).

¿Qué son las PANJ’s? Entendemos por PANJ’S un marco de múltiples relaciones horizontales establecidas entre un conjunto de organizaciones que más allá de sus objetivos particulares convergen en objetivos colectivos y definen concertadamente reglas de juego. Este proceso da origen a una entidad organizacional que por definición es distinta a sus miembros y que a través de una dinámica específica configura una identidad propia. Las Plataformas Asociativas son alusiones particulares de esta agrupación de organizaciones en materia de juventud, que puede asumir diversas formas institucionales con diferentes grados de formalización. Como  ejemplos de ellas pueden nombrarse los Consejos, los Foros, las Mesas de concertación, las Redes, las Federaciones y Confederaciones de entidades juveniles, entre otros.

A continuación presentaré un sucinto recorrido de los antecedentes de Plataformas Asociativas Nacionales de Juventud en nuestro país, así como también de algunas experiencias sub-nacionales y resumiré aquellas tensiones a las que aludía. Tensiones que demandan definiciones y decisiones en uno y otro ámbito, en pos de diseñar espacios factibles de encuentro entre el Estado y la Juventud.

Conviene, sí, mencionar aquí que Argentina se encuentra ante una coyuntura cuyas notas salientes son los intentos de actores centrales del movimiento asociativo juvenil por capitalizar la experiencia organizacional y colectiva en lo que se propone como una “refundación” de la Mesa de Concertación Juvenil de Argentina por un lado, y los avances realizados por la DI.NA.JU. hacia la conformación de un Consejo Nacional de Juventud  que cuente con la participación de los jóvenes en el diseño de políticas públicas de juventud. 

Plataformas Asociativas Nacionales de Juventud – El quién, el cómo, y el para qué

El proceso de conformación de la experiencia de Plataforma asociativa en Argentina cuenta con un extenso recorrido y antecedentes. 

Su inicio se sitúa en la convocatoria del gobierno democrático para conformar el Comité Organizador del Año Internacional de la Juventud (1985), primer antecedente lejano de lo que luego sería la Mesa de Concertación Juvenil. En 1988, a iniciativa de la Subsecretaría de Juventud de la Nación se gestó una Plataforma de Iniciativas Juveniles, enmarcada en la promoción de proyectos similares en toda América Latina. Esta Plataforma, si bien continuó existiendo formalmente, fue perdiendo empuje sin poder definir con claridad sus objetivos.

En 1990 se promueve un redimensionamiento de esta propuesta y se forma el Comité de Iniciativa para la Participación Juvenil, integrado por diez organizaciones sociales de alcance Nacional. Al mismo tiempo, una corriente alternativa constituyó una red de mutuales, cooperativas, clubes barriales y movimientos espontáneos, que tomaron el nombre de PODES (Participación y Organización para el Desarrollo Social) proyectándose posteriormente hacia una red más sólida, denominada Organizaciones Solidarias de los Jóvenes (OSJ). Durante 1991, la Subsecretaría de la Juventud impulsó la creación de la Mesa Permanente de Concertación Juvenil, integrada por los miembros de las dos vertientes anteriormente mencionadas (Comité de Iniciativas y las OSJ) y por las juventudes de los partidos políticos con representación parlamentaria. Se intentó generar un espacio de retroalimentación entre el Estado y las Organizaciones Juveniles para consensuar, articular y legitimar una Política Integral de Juventud.

Esta Mesa es la Plataforma que, más allá de sus vaivenes, constituye la experiencia más consolidada en el país. Fue creada finalmente en 1993 y se define como “Un espacio de representación, participación y cooperación, entre las ONG´s de jóvenes de alcance nacional y regional, bajo la propuesta de promover y favorecer la integración, colaboración, y el consenso dentro del campo juvenil. Potenciando la capacidad de los jóvenes en defensa de los valores que les son comunes.” (DOSSIER INFORMATIVO DE LA MESA DE CONCERTACIÓN ARGENTINA, s/d: s/d)

Su composición ha sido cambiante y del recorrido realizado se puede señalar la siguiente: a la fecha de su fundación, diciembre del 1993, contaba con la participación de: Federación Universitaria Argentina (FUA); Unión Scout Católicos Argentinos (U.S.C.A.); Asociación Cristiana de Jóvenes República Argentina; Asociación Guías Argentinas (A.G.A.); Asociación de Scout de Argentina (A.S.A.); Asociación Mutual Israelita Argentina-Juventud; Comisión Nacional de Pastoral de Jóvenes; Seminario Juvenil Permanente de la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos (A.P.D.H.); Organización Solidaria de Jóvenes (O.S.J.); Cruz Roja Argentina-Juventud; Consejo de Distrito Múltiple Leo "0" Argentina; Juventud Socialista Popular; Juventud Radical y el Consejo Central de Juventudes Agrarias Cooperativistas de la Asociación de Cooperativas Argentinas (A.C.A.).

Los datos disponibles permiten reconocer que en 1995 la composición del organismo contaba con los 14 miembros antes mencionados (con algunas modificaciones en cuanto al nombre de las organizaciones vinculadas principalmente con la agregación del calificativo “Juventud”) y la incorporación de nuevas: la Asociación de Jóvenes Empresarios Argentinos (A.J.E.A.), la Federación Agraria Argentina (F.A.A.) y dos juventudes de partidos políticos nacionales con representación parlamentaria: la Juventud Demócrata Cristiana (J.D.C.-P.D.C.) y la Juventud Socialista Democrática (J.S.D.–P.S.D.) (BALARDINI Y HERMO, 1995)

A mediados de 2002, estaba compuesta por las siguientes organizaciones: “Asociación Cristiana de Jóvenes de la República Argentina; Asociación de Guías Argentinas; Scout de Argentina; Club Leo Distrito Múltiple "0"; Pastoral de Juventud; Cruz Roja Juvenil Argentina; Consejo Central de Juventudes Agrarias Cooperativas; Federación Universitaria Argentina; Juventud Demócrata Cristiana; Juventud Radical; Juventud Socialista Democrática; Juventud Socialista Popular; A.F.S. Programas Interculturales”, lo que daría cuenta de alguna merma pero también de una vigencia que sólo puede compararse en el Cono Sur con el Consejo de Juventud de Uruguay. La última actividad de la que se tiene conocimiento es la organización de la Feria de Proyectos Juveniles 2004.

Por otro lado se han manifestado expresiones locales de estas experiencias asociativas. Entre éstas se destaca por su continuidad y cierto grado de consolidación la Mesa de Concertación Juvenil de la Ciudad de Buenos Aires, existente desde 1997. De intensa actividad nacional e internacional, que ha promovido desde sus comienzos la sanción de un Consejo de la Juventud de la Ciudad, para lo que ha presentado sendos proyectos en 1998 y 2002. Esos esfuerzos han visto sus frutos recientemente dado que por ley 1.865 de diciembre de 2005, se crea el Consejo de Juventud que conforme a lo previsto por la Constitución de la Ciudad entiende al organismo “como ente de representación de los jóvenes, con el carácter, derechos y obligaciones de las personas jurídicas de derecho público, ajustándose en su funcionamiento y composición a las disposiciones de la presente ley”. (Art. 40, artículo 1). 

Con distinto éxito también se constituyeron Mesas en la ciudad de San Juan, Rosario (2000-2001), Córdoba (1995-1997) y Morón entre otras.

En la actualidad, la Mesa de Concertación Juvenil está siendo “refundada”. Con el impulso de Ecoclubes y Scouts, participan de la experiencia la Pastoral de Juventud, Juventud de F.A.A., la Fundación S.E.S. (entre otras), y presta asistencia técnica a tal fin F.L.A.C.S.O. Argentina, a través del “Proyecto Juventud” coordinado por Sergio Balardini. En este punto conviene mencionar que desde la DI.NA.JU., a partir de la incorporación de Mariana Grass, se impulsa la formación de un espacio consultivo, en el que “…todos los actores de organizaciones juveniles, ONG.’s, asociaciones civiles, organizaciones sociales, partidos políticos, todo actor juvenil discuta las políticas de juventud ahí”. 

Los procesos mencionados constituyen el centro del análisis que se presenta a continuación, que pretende dar cuenta de las tensiones entre el Estado y actores centrales del movimiento asociativo juvenil. 

Entendemos que los obturadores / facilitadores en condiciones de habilitar o clausurar la factibilidad de encuentro entre la Juventud y el Estado, para construir Políticas Públicas Integrales de Juventud, tal como señalé anteriormente, pueden expresarse como tensiones que demandan definiciones de unos y otros que derivan en “arreglos institucionales”. Dichos arreglos aluden, a nuestro entender, a las preguntas que dan comienzo a este apartado: ¿Quién?, ¿Cómo? y ¿Para Qué?

Responder a la pregunta ¿Quién?, nos obliga a plantearnos preguntas auxiliares. En primer lugar, si la PANJ’s debe estar compuesta sólo por organizaciones sociales no estatales, o el Estado debe estar allí representado. Las implicancias no son menores: el Estado puede ser el interlocutor privilegiado de la PANJ, y necesariamente “externo” a ella, o ser “socio” o “par” de cada organización al interior de ella. En estrecha relación con esto mismo, el ¿Quién?, dada una experiencia concreta en cada país y período histórico analizado, debería incluir o no a “partidos políticos” dado el riesgo que algunas organizaciones “no partidarias” ven de “partidización” del espacio. Conviene señalar que es menos frecuente encontrar reparos ante el riesgo de la “ecologización” del espacio, la “scoutización” del espacio, o la “pastoralización” del espacio.
Responder al ¿Quién? demanda también dar cuenta de interrogantes intermedios tales como aquellos que involucran al componente juvenil en la plataforma: a) la PANJ es “de Juventud” porque en ella participan organizaciones Juveniles (compuestas y representadas por jóvenes) u organizaciones “para Jóvenes” (no necesariamente compuestas ni representadas por jóvenes); b) ¿A quién representa la PANJ? Los intereses “de la juventud”, los intereses “de las organizaciones que la componen” o los intereses “de los jóvenes a los que las organizaciones representan”. Nuevamente, las implicancias de las distintas opciones demandan arreglos institucionales diferentes, que permitan traducir en reglas las distintas concepciones de la representación implícitas en aquellas.

Si anteriormente el Estado se cruzaba con el ¿Quién?, no es menos cierto que también atraviesa el ¿Cómo? de la relación Estado-PANJ. Un Estado dentro, o un Estado fuera del PANJ no reduce las posibilidades de un Estado asumiendo el rol de “líder” (que fija las reglas de juego de la relación), o “excluido” (al que se le niega participar de la fijación de dichas reglas). Los matices intermedios son posibles, y tienden a prevalecer. La factibilidad de un arreglo institucional próximo a alguno de estos extremos suele ser hija de coyunturas muy particulares, difícilmente sostenibles en el tiempo. 

Responder al ¿Para qué?, finalmente, interpela no sólo al objetivo de sumarse a una PANJ (el objetivo de máxima podría ser “incidir” en políticas públicas), sino también preguntarse y responderse por el “sentido” de la propia participación y de la PANJ. El reparo siempre presente de “ser sólo una instancia de legitimación de la intervención estatal” no alcanza a ocultar la noción de “oportunidad para la propia organización” (concepción muy difundida entre las organizaciones juveniles respecto a experiencias pasadas en nuestro país, a lo que debería sumarse el sentido de “oportunidad para los líderes o él líder” de la organización), o la de “una referencia para los jóvenes” (y valdría aquí preguntarse también ¿para qué jóvenes?). Neutralizar desde los arreglos institucionales posibles “sentidos disruptivos”, potenciando la convergencia en torno a objetivos y metas consensuados por los actores parece ser la vía por la cuál una PANJ estaría en mejores situaciones de relacionarse productivamente con el Estado para la construcción de Políticas Públicas Integrales de Juventud.

El estudio realizado por P&G-OIJ, exploró arreglos institucionales que abonaran la factibilidad de un proceso de construcción de una PANJ y que viabilizaran una relación productiva con el Estado en una coyuntura histórica a nuestro juicio favorable. A continuación vuelco una reseña de las recomendaciones que podríamos efectuar en el marco del citado estudio:

· De las disputas e imputaciones entre organizaciones y Estado: de la sucesión de jugadas. Sobre como aprovechar el momento histórico.

En este punto se pretende problematizar acerca de las tensiones que se vislumbran entre organizaciones y Estado. Desde la nueva configuración de la DI.NA.JU. los lineamientos políticos y los socios del Estado se han visto modificados, repercutiendo en muchos casos en perjuicio de los socios anteriores. 

Quienes siempre tuvieron vinculaciones con el Estado, quienes desde hace varios años ejecutan programas junto a la DI.NA.JU., quienes sostienen gran parte de su estructura organizacional a partir de los financiamientos estatales ven puesto en jaque su lugar dentro de la organicidad de la gestión actual. 

De la misma forma las nuevas autoridades (en cuánto búsqueda de una horizontalidad pretendida en las políticas públicas, y de una gestión a partir de las demandas y necesidades ciudadanas) promueven la participación y acercamiento de todas las organizaciones a las estructuras generadas desde el Estado. En desmedro de la co–gestión, característica propia de la estructura social argentina, las disputas de sentido entre organizaciones y Estado disponen una sucesión de jugadas donde solamente pareciera poder existir un ganador. 

Así es cómo pueden encontrarse en las lógicas de los actores sociales y estatales, protagónicos del asociativismo juvenil argentino, preguntas que reflejan la búsqueda, en términos del ajedrez, del jaque mate. Pareciera sucederse en la lógica de los actores un pensamiento en términos de: ¿Pueden coexistir ambas experiencias? ¿Cómo? ¿Subsumirán las Organizaciones de la Sociedad Civil a la pretensión de refundar la M.C.J.A. (o de construir un espacio nuevo) para incorporarse al Consejo Nacional en ciernes? ¿Abandonará la DI.NA.JU. el proyecto del Consejo Nacional para reconocer a la M.C.J.A. (u otra semejante) como el interlocutor válido que represente a los jóvenes del país ante el Estado para discutir sobre políticas públicas de Juventud?. 

En términos de disputas, pujas y fricciones, se anclan las diversas posibilidades que abre esta batalla. La diferencial dotación de recursos en sentido amplio podría inclinar a pensar que el Estado terminará imponiendo su voluntad. Pero también podría pensarse que la ausencia de actores cuya centralidad es reconocida al interior del movimiento asociativo juvenil del país y fuera de él, en su referencia (y pertenencia) a un espacio con autonomía suficiente para interpelar a todo el movimiento asociativo podría mellar la legitimidad y/o el reconocimiento que la iniciativa estatal podría tener. 

Se sostiene precisamente que este modelo organizativo, aparente expresión de una tendencia avasalladora entre dos lógicas convivientes que disputan sentido para alcanzar algún grado de protagonismo, no conducirá a ningún lugar en lo que respecta al tejido asociativo argentino. Ello porque, la sociabilidad imperante en el país siempre fue hija y madre de la estatalidad vigente; lo mismo puede decirse de la estatalidad. Dadas las condiciones de estrecha vinculación que unas y otras han tenido a lo largo de las décadas en Argentina es imposible pensar la existencia de unas sin las otras: lo que no descarta la posibilidad de elegir con quienes quiere llevarse a cabo la tarea de avanzar sobre el rumbo deseado. El hecho es que el la elección de unos determinados, puede conducir a la producción de otro no pensado y estimado. Si la DI.NA.JU. decide romper en virtud de su recursos con los anteriores socios que hoy disputan un espacio a través de sus propias organizaciones y de una posible Plataforma, podría suceder que éstos se unan a otras reparticiones estatales interesadas en las cuestiones juveniles (deportes, medio ambiente, educación, turismo, salud, trabajo, entre otras) con el posible riesgo de trasladar la discusión juvenil y la transversalidad de temas/problemas a otros organismos que podrían aprovechar el momento histórico y posicionar fuertemente en agenda, y para provecho propio, la cuestión generacional. Si las organizaciones decidieran por su parte romper con la DI.NA.JU. correrían el riesgo institucional de que sus recursos se vieran limitados junto con sus tradicionales actividades que son las que fueron consolidando sus bases y espacios institucionales, poniendo en riesgo también los propios arreglos que les dieron en muchos casos reconocimiento. De este modo, dos grandes ejes tensivos facilitan la exposición “de lo que está en juego” en esta coyuntura: en primer lugar, los arreglos institucionales que modelarían una vinculación posible para los actores consultados en términos de Plataforma; en segundo, cómo se relacionará ésta con el Estado. 

Se recomienda: 

No desaprovechar este momento histórico en el que el Estado y actores centrales del movimiento asociativo juvenil están destinando esfuerzos y recursos en la construcción de espacios que necesariamente implican al otro: el Estado aspira a contar con la participación de los jóvenes en el diseño de políticas públicas, y los jóvenes realizan sus expectativas si la Plataforma que los reúne se orienta a una participación que respete sus aspiraciones originarias. Esta clave sinérgica soporta el complejo de intereses en juego, demarcando un área de “interés común” que es siempre imprescindible para vislumbrar posibilidades de éxito en cualquier empresa entre dos o más, sin aventurar una larga cruzada entre los unos y los otros. 

· De la búsqueda del sentido político. De la lucha por la representación: de los líderes partidarios a los líderes sociales.

Las pretensiones de representatividad (y las concepciones que las fundan) serán necesariamente un tema de discusión y un foco de posibles tensiones. Entre los actores referenciados se observa una disputa por el orden que caracteriza a la trama asociativa. Este orden buscado se hace manifiesto en la necesidad de los líderes juveniles de ser representativos. Pero, ¿representativos de quién?, ¿para quién?, ¿por quién?

Desde el organismo oficial de juventud se asume que la representación de los/las jóvenes es parte de los objetivos del mismo. El Estado tiene por su parte el deber/derecho de sentarse a dialogar con todos, independientemente del nivel o grado de representatividad que tenga la organización. Frente a esta afirmación se vislumbran límites impuestos por la actual gestión. Los mismos hacen referencia a que el Estado no responderá al diálogo si se pretende desde alguna lógica particular imponer el con quien debiera hacerlo. 

Desde las organizaciones juveniles la lucha gira en torno a la representatividad de los/las jóvenes. El sentido de la misma radica en que cuanto más fuertes sean las organizaciones juveniles que integren una posible mesa de concertación, cuanto más expandidas territorialmente se encuentre, más carácter representativo tendrán, mejores posibilidades de negociación y una fuerte dotación en cuanto a capacidad negociadora para incidir en la política pública. 

Si la racionalidad dominante prescinde del carácter juvenil de los miembros que componen la Plataforma así como del carácter juvenil de los actores con los que esta trabaja como criterios que definirían el propio carácter de la misma, aquella debería expresarse nuevamente a través de una generalizada manifestación de desacuerdo respecto de que el componente generacional en la Plataforma estaría dado por los representados por ella, revalorizando aquí el acuerdo en torno a que aquel está dado por los destinatarios de sus acciones y las temáticas que trabaja. Opción ésta, “en los representados” no necesariamente vinculada con la de “composición”, puesto que aquellos podrían ser tanto los representados por los miembros que componen la Plataforma en su calidad de representantes de una organización, como también podrían serlo todos los jóvenes argentinos si los miembros de la Plataforma (o esta como unidad) pretendieran arrogarse la representatividad del colectivo juvenil del país, y en nombre de “la juventud argentina” se expresaran. Pero los actores no comparten “una” manera de entender la representación, ni el valor que la misma adquiere. Las problematizaciones presentes en la actividad son múltiples: desde las que suponen que es posible representar a toda la juventud, pasando por las que confieren a la Plataforma el rol de espacio en el que debe estar presente la voz de (otros, todos, etc.), luego por aquellas que entienden que la Plataforma no puede/debe arrogarse la representación de todos los jóvenes, hasta llegar finalmente a aquellas expresiones que le niegan al espacio cualquier representatividad imaginable. 

Un eje tensivo es referido a voluntad de algunas organizaciones asignar un rol periférico o excluido al Estado, como mecanismo de introducción a una vinculación con él en cuanto “interlocutor” al que interpelar. 

Los avances producidos por el organismo de Juventud serían sólo una buena noticia por las posibilidades que entraña toda creación de nuevos y renovados canales de diálogo y participación, de no mediar determinadas perspectivas que no imaginan dos espacios conviviendo, léase el promovido desde las instancias estatales y el que se propulsa con una lógica dominante exclusivamente social.  

Se recomienda: 

Abrir un canal de diálogo que permita el reconocimiento mutuo entre Estado y organizaciones que pujan por la conformación de espacios asociativos nacionales. La apuesta por la mayor representatividad de cada uno de los mencionados debiera ser dejada de lado, procurando delimitar espacios de vinculación que necesariamente reflejen las posibilidades de cada uno en la construcción conjunta de una Plataforma única. A su vez deben dejarse de lado los reparos expresados a la participación de los partidos políticos, en cuanto los mismos son la expresión política de la participación argentina.  La necesaria incorporación de los partidos políticos en el espacio por construir/consolidar demandará esfuerzos adicionales por aliviar una tensión que será permanente, y cuyo poder disolutivo ha sido probado ya en países vecinos.

· De la necesidad de dar visibilidad a la riqueza asociativa Argentina: la formalización como instrumento.

La diversidad del tejido asociativo argentino, la multiplicidad de espacios que se despliegan, las distancias que separan a grandes organizaciones nacionales frente a organizaciones de corte más local, aunado a su vez a las distancias geográficas y culturales que separan la trama asociativa, repercuten a la hora de poder conocer y comprender las diferentes manifestaciones participativas. 

Si bien, en Argentina a diferencia de otros países, no se reconoce en el alcance territorial de las organizaciones un “requisito” excluyente para la integración del futuro espacio, sí se manifiesta que las separaciones más distantes están dadas por el carácter de las organizaciones, los recursos, niveles de relacionamientos e intereses por los que encuentran el origen de asociarse. 

La riqueza del tejido asociativo responde a una gran cantidad de intervenciones sociales en cuanto demandas, interlocutoras, voces, trabajadoras, promotoras, generadoras de debate y/o concientizadoras de una multidimensionalidad de temas/problemas que afectan, entrecruzan e importan al componente generacional. 

En virtud de ello se espera un fortalecimiento y reconocimiento de los mencionados espacios en tanto partes protagónicas del la contextualidad y sociabilidad argentina. La impronta del asociativismo, su intervención, sus logros, sus batallas, requiere de hacer más visible lo que para muchos es ya una fortaleza de Argentina. Los actores consultados, incluido el organismo especializado en temas de Juventud, acuerdan en la importancia que tendría en el espacio a construir/consolidar el grado de organicidad de sus protagonistas.  Las tendencias de la participación juvenil relevadas en los últimos años no sólo en Argentina sino en América Latina toda (y probablemente en el mundo) revelan que existen múltiples ámbitos de socialización y participación juvenil, ignorados, desconocidos, sub-valorados las más de las veces. Los actores, y el Estado, se manifiestan inclinados a apoyar, promover, facilitar la formalización de la organización de aquellos que deseen hacerlo y no tengan los medios/incentivos suficientes para ello. 

Se recomienda: 

Iniciar un camino de visualización de las instancias asociativas existentes en el entramado social argentino. Si bien es cierto dicha apuesta demandará esfuerzos y recursos, creatividad e innovación entre quienes estén dispuestos a encontrar los modos de entrelazar, conocer y mostrar la riqueza asociativa, también es cierto que en un mediano plazo dicha capacidad de innovación se verá replicada en el territorio nacional acortando distancias que hoy separan. Se promueve también la búsqueda de articulación entre distintos espacios locales y provinciales a través de una participación que pueda ser “representada” luego alguna instancia nacional de organización.
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� Esa sólida situación de caja no sólo ha permitido la cancelación de la deuda con el FMI; entre otras cosas, hizo posible una política de ingresos expansiva (en aquellos sectores de menores ingresos con mayor propensión marginal a consumir, como los jubilados por ejemplo), y la recuperación de la inversión en obra pública.


� Este Congreso, y la reciente presentación del Libro “Macroestructura. La construcción del Estado y los bienes públicos”, del Programa de Modernización del Estado que depende de la Jefatura de Gabinete de Ministros, constituyen dos ejemplos que se hacen eco de ese eje discursivo. 


� KLIKSBERG, 2007; LICHA, 2006.


� CUNILL GRAU, 2005; PETERS, 2005.


� “La Subsecretaría de la Juventud, pasó a ser Dirección Nacional de la Juventud en noviembre de 1989, luego Secretaría de Juventud (Decreto P.E.N. Nº 283 del 19/2/90), más tarde Área de Juventud y, pocos meses después, en julio de 1990, a través del Decreto Nº 1348/90, Instituto Nacional de la Juventud (I.N.J.). En septiembre de 1993, se disuelve el Instituto Nacional de la Juventud, creándose el 23 de dicho mes, a través del Decreto P.E.N. Nº 2009/93, la Subsecretaría de la Juventud, dependiente, de la Secretaría de Asuntos Institucionales del Ministerio del Interior. En 1996, el organismo fue reconvertido en Dirección Nacional de Juventud. Posteriormente, recupera jerarquía, siendo, nuevamente, Subsecretaría de la Juventud (Decreto 403/98; B.O. Nº 28.878 del 16/4/98) en la órbita de la Secretaría de Relaciones con la Comunidad del Ministerio del Interior. Finalmente, por Decreto Presidencial 677/2000, fue creada, en su reemplazo la Dirección Nacional de Juventud, en el Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente, hoy Ministerio de Desarrollo Social”. (Gerber y Balardini et al., 2004) 


� Disponible en URL: http://www.juventud.gov.ar/institucional.htm/. 


� Disponible en URL: http://www.juventud.gov.ar/. 


� Disponible en URL: http://www.mecon.gov.ar/onp/html/ley-2006/jurent/D06J85.doc/. Consultado el 02/05/2006.


� Desde hace algunos años, varios proyectos de Ley han sido enviados al Congreso de la Nación sin que los mismos hubieran conseguido tratamiento parlamentario.


� Consultar texto y países que firmaron la Convención en URL: � HYPERLINK "http://www.oij.org/" ��http://www.oij.org/�  
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